Intentos de reforma y política social de la Diócesis Cauriense en tiempos de la Guerra de la Independencia Española. El obispo Juan Álvarez de Castro by Blanco Carrasco, José Pablo, 1968-
CAURIENSIA, Vol. VII (2012) 283-313, ISSN: 1886-4945
intentos de ReFoRMa y política social  
de la diócesis cauRiense en tieMpos de la GueRRa 
de la independencia española.  




El obispo Juan Álvarez de Castro es un buen ejemplo del papel que le tocó repre-
sentar al alto clero español en los últimos compases de la Época Moderna. Este estudio 
presenta y analiza los principales rasgos de su política y su pensamiento, los intentos 
de reforma llevados a cabo por él durante los años de su mandato y el impacto de su 
dramática muerte en agosto de 1809.
Palabras clave: obispo Juan Álvarez de Castro, Guerra de la Independencia, Coria, 
Historia del clero.
abstraCt
Bishop Juan Alvarez de Castro is a good example of the role he had to represent 
the high Spanish clergy in the closing stages of the Modern Age. This study presents and 
analyzes the main features of his political thought, the reform efforts undertaken by him 
during the years of his mandate and the impact of his dramatic death in August 1809.
Keywords: Bishop Juan Álvarez de Castro, Peninsular War, Coria, History of the 
clergy.
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El asesinato del obispo de Coria la mañana del 29 de agosto del año 1809 
a manos de un grupo de soldados franceses conmocionó hondamente a sus 
contemporáneos por la brutalidad innecesaria con la que aquel anciano enfermo 
encontró la muerte; con ochenta y cinco años, cansado de las continuas huidas 
a las que se vio conducido por los escarpados caminos de la sierra de Gata, a 
pesar de que resultaba demasiado viejo para la dura época que le tocó vivir y 
por tanto su fallecimiento era inminente, no aminoraba el impacto de la noti-
cia el hecho escandaloso de tratarse de un clérigo de alto rango, miembro del 
Consejo de su majestad y, desde el comienzo mismo de la invasión, un patriota 
convencido y entregado a la causa fernandista. La suma de estas características 
convirtió instantáneamente a Juan Álvarez de Castro en un símbolo de la resis-
tencia nacional y así fue transmitido a las generaciones futuras por los cronistas 
de la Guerra de la Independencia española.
Juan Álvarez de Castro forma parte indiscernible de la historia de aquellos 
años terribles. Como él, muchos de sus protagonistas fueron clérigos, señalados 
de alguna manera, ya fuera en el frente, en primera línea de batalla, ya en la 
retaguardia o en las Cortes. Muchos de ellos, como él mismo, engrosaron el 
trágico inventario de los mártires y los héroes de la Independencia, aunque no 
tantos habían destacado pública y privadamente como lo hizo el obispo cau-
riense. En cierto modo, su vocación era la de un párroco de pueblo, entregado 
al principio de autoridad y temeroso del desorden y los disturbios; prudente en 
su expresión pero inclinado a los sermones inflamados cuando era necesario. 
Buena prueba de ello fueron las pastorales que el octogenario obispo dictó 
desde su retiro en Hoyos en el verano de 1808, publicadas casi inmediatamente 
por la Junta Central y propagadas como la pólvora por toda España por la clari-
dad y rotundidad de su mensaje. La idea de una Nación unida sólidamente con-
tra el nuevo Satán, el acatamiento al gobierno establecido y al Rey ausente, la 
visión de una posibilidad de triunfo concedida por la providencia en Bailén1… 
eran mensajes tan básicos que resultaban enormemente adecuados a los intere-
ses del bando nacional porque estaban dirigidos a fortalecer la confianza en un 
triunfo rápido de los aliados contra Francia2 y porque provenían de una autori-
dad –la eclesiástica– cuya voz todo el pueblo estaba acostumbrado y dispuesto 
a escuchar.
1  Sobre el impacto de Bailén en los ánimos del clero español, vid. L. HiGueruela	del	Pino, La 
Iglesia en Castilla-La Mancha. La Diócesis de Toledo en la Edad Contemporánea (1776-1995), Tomo 
I, (Poder Político y Reforma Eclesiástica), Toledo, Junta de Comunidades de Castilla La Mancha, 
2003, 128.
2  Véase a este respecto, por ejemplo, L. HiGueruela	del	Pino, La Diócesis de Toledo durante 
la Guerra de la Independencia Española, Toledo, Caja de Ahorros Provincial de Toledo, 1982, 119 y 
ss. 
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Sin embargo, en términos políticos al menos, el sentido simbólico de su 
muerte pasó casi desapercibido en los años que van entre 1809 y 1814, quizás 
debido al peso que la tradición y el tradicionalismo tuvieron en el pensamiento 
político y social del prelado, contrario en muchos sentidos a las corrientes que 
imperaban en la Junta Gubernativa Central y en las facciones reformistas. Es 
posible también que la publicística de la época no supiera o no pudiera sacar 
partido de este acontecimiento por cuanto de simbólico tenía en una guerra que 
por influjo del propio Álvarez de Castro se quería transmitir envuelta en la idea 
de Santa Cruzada contra el infiel francés. De no ser así, se hubiesen multipli-
cado las noticias conservadas y se hubiese dotado al personaje de un lugar en la 
memoria colectiva que la Historia de la Revolución Nacional, paradójicamente, 
parecía hurtarle.
Por estas o por otras razones, la historiografía contemporánea nunca se 
mostró especialmente atraída por el suceso y menos aún por la trayectoria vital 
de este hombre de iglesia. Con inexplicable lentitud, las obras de referencia 
histórica sobre la Guerra de la Independencia que se publicaron en la primera 
mitad del siglo XIX fueron las encargadas de convertir la persona de Juan Álva-
rez de Castro en el personaje histórico que ha llegado a nuestros días, señalando 
el camino interpretativo que habrá de prevalecer en las páginas escritas sobre 
el obispo desde entonces. Sin embargo, la parquedad preside todas las noticias 
y es difícil encontrar un autor que transgreda lo superficial. Toreno, por citar 
uno de los más conocidos, en una cita sucinta convertida en crónica necrológica 
contaba que “al obispo de Coria, Juan Álvarez de Castro, anciano de ochenta y 
cinco años, postrado en una cama, sacáronle de ella merodeadores franceses, y 
sin piedad le arcabucearon.”3 Esto es todo. No mucho más detallado resulta el 
relato de José Gómez de Arteche y Moro4, que reproduce literalmente algunos 
párrafos del informe que conservaba la Junta Central Gubernativa sobre aque-
lla jornada trágica. Por su parte, y dada la orientación de sus Observaciones, 
Canga Argüelles no le dedica espacio alguno, lo cual era lógico en las apostillas 
de naturaleza reivindicativa redactadas por este político liberal desde el exilio.
Quizás el referente bibliográfico más celebrado sobre la historia de la Gue-
rra de la Independencia en Extremadura fuese hasta estos tiempos el archico-
nocido libro de Román Gómez Villafranca. Revisar estas páginas sigue siendo 
elemental para acercarse al problema y a su interpretación tradicional, al menos 
en lo que toca al territorio extremeño. Era de esperar que la presencia de Álva-
3  J.	m.	queiPo	de	llano	ruiz	de	saravia,	 Conde	de	toreno, Historia del levantamiento, 
Guerra y Revolución de España, Tomo II, libro IX, París, Baudry, Librería Europea, 1851, 33.
4  Guerra de la independencia, historia militar de España de 1808 á 1814. Tomo III. Madrid, 
Imprenta y Litografía del Depósito de Guerra, 1878.
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rez de Castro en sus páginas fuese señalada. Sin embargo apenas se refiere al 
suceso de su muerte de manera sumaria; Villafranca relata el acontecimiento 
con la información de la Junta Central Suprema Gubernativa señalando dos de 
los aspectos que se han puesto de manifiesto en repetidas ocasiones. En primer 
lugar, que la personalidad del obispo le caracterizaba como un patriota esfor-
zado y animoso. En segundo lugar, que su violenta desaparición transformó el 
inevitable paso a la muerte de un anciano muy enfermo, en el ascenso de un 
mártir5, matizando con estas palabras posiblemente el peso de su asesinato.
Esta sensación de vacío inconcebible se expresó sin vacilaciones en casi 
todos los textos que se publicaron en el homenaje colectivo que la diócesis 
cauriense dedicó al que fuera su obispo en el centenario de su muerte. De 
hecho, recuperar su memoria en un momento de especiales dificultades socia-
les y políticas era la razón principal de los actos programados, una mezcla de 
vindicación y tributo6. El diagnóstico era claro. Faltaban estudios de base sobre 
su figura, mayor difusión de su vida y su obra y de ello era perfectamente cons-
ciente el editor de los trabajos que fueron seleccionados finalmente para ver las 
prensas. Uno de los participantes, Sebastián Gargollo, canónigo penitenciario 
de la catedral de Coria, decía al respecto con cierta aspereza, que “España no 
le ha glorificado tributándole el honor debido a los hombres de excepcionales 
virtudes; porque España no ha conocido, ni conoce los méritos extraordinarios 
de este su hijo insigne.” Y más delante, en un tono menos duro, “La fama, 
que a veces divulga acciones insignificantes, no ha podido o no ha querido 
publicar los hechos memorables de este Obispo esclarecido, que permanecen 
ocultos entre las breñas y picachos de la Sierra de Gata o en los secretos de los 
archivos.”7
Otro de los participantes, menos indulgente que su antecesor con este 
olvido –Manuel G. Puerto, canónigo lectoral-, enviaba un mensaje inequívoco 
a la comunidad de los historiadores a través de su principal órgano de expre-
sión, la Real Academia de la Historia, a la que el lectoral consideraba “obligada 
a reparar el agravio que a la memoria de este varón ilustre han irrogado las 
deficiencias de la Historia”. En el párrafo inicial, más benevolente, introducía 
esta reflexión:
5  R. Gómez	villaFranCa, Extremadura en la Guerra de la Independencia España. Memoria 
histórica y Colección diplomática. Sevilla, Editora Regional de Extremadura – Renacimiento, 150. 1ª 
ed., Badajoz, Tip. y Enc. De Uceda Hnos., 1908.
6  El texto colectivo que firman los integrantes del cabildo catedralicio comienza diciendo 
“Aunque la memoria del Iltmo. D. Juan Álvarez de Castro, casi se ha extinguido en España, no es así 
en el cabildo catedral de Coria…”, en F. J. FoGués (ed.), Homenaje de la diócesis de Coria a su Iltmo. 
Obispo D. Juan Álvarez de Castro, mártir de la independencia española, Cáceres, Tip. Sucesores de 
Álvarez, 1908, 11.
7  F. J. FoGués (ed.), Homenaje, o. c., 23.
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“Aunque reconozco injusta la exigencia de que la Historia de cada pueblo cele-
bre sin excepción a todos sus héroes, porque son muchos los que en tiempos de 
guerras quedan ignorados formando un acervo anónimo en que se presumen y 
entrevén, pero no pueden explicarse los actos de valor extraordinario realizados 
por cada uno de los individuos que formaron aquellas heroicas muchedumbres, 
lamento y repruebo la poca diligencia de nuestros historiadores para inquirir los 
nombres y hechos de ciertos varones, cuya memoria merece bendición.”8
El tono de la mayoría de las intervenciones recopiladas por José Fogués 
es similar. A partir de esta iniciativa, que recoge la información esencial sobre 
la vida y la obra de Juan Álvarez de Castro, se publicaron dos trabajos que 
merecen mención especial. El librito de Felipe Muñoz Pato Recuerdo del Ilmo. 
Sr. D. Juan Álvarez de Castro y Muñoz obispo de Coria, publicado en Madrid 
en 1952, y los más recientes artículos del prolífico Fernando Jiménez de Gre-
gorio9, José Fernández de la Cigoña10 y Antonio Sánchez Gil Delgado (sic.)11, 
todos ellos de conocida factura y valor historiográfico12.
Se hace necesario, pues, profundizar en la figura de este singular personaje 
histórico con una perspectiva de integración y de globalidad. Para conocer su 
trayectoria con mayor extensión contamos con un bagaje relativamente nutrido 
de textos que surgen tanto por la ya citada iniciativa del obispado de Coria en la 
conmemoración del centenario de su muerte, como por parte de algunos otros 
autores atraídos por su persona, relatos de diversa naturaleza y profundidad 
ciertamente, pero que han venido escribiéndose desde los años iniciales del 
siglo XX hasta nuestros días en historias eclesiásticas y obras sueltas de no 
mucho empaque aunque útiles en su mayoría. A pesar de todo, quizás convenga 
dejar ya constancia del hecho insólito de carecer aún de una obra de conjunto 
que permita explorar las múltiples facetas en las que el obispo cauriense tiene 
relevancia13.
8  Ib. 29 y 30.
9  “Martirio y asesinato por los franceses del obispo de Coria, Dr. Álvarez de Castro” en Tole-
tum, 33 (1996), 125-138. También, con título distinto, en Toledo: tierras y pueblos, 7 (1998), 23-26.
10  “D. Juan Álvarez de Castro, Obispo de Coria (1790-1809). Mártir de la Independencia espa-
ñola”. Historia en Libertad (http://www.historiaenlibertad.es). 
11  “Un obispo de Coria mártir de la Patria y de la Fe: el Ilmo. Sr. D. Álvarez de Castro” en 
Coloquios Históricos de Extremadura, XI, Trujillo, Centro de iniciativas turísticas de Trujillo, 1981, El 
autor es otro. Antonio Sánchez Gil es el escribano que redactó el testamento de Álvarez de Castro en 
Mohedas de la Jara, contenido en este texto.
12  En especial son dignos de referencia los trabajos de A. abad	Pérez, “El obispo de Coria, 
don Juan Álvarez de Castro” en Coloquios históricos de Extremadura, Trujillo, Centro de iniciativas 
turísticas de Trujillo, 1981; A. Paule	rubio, “El clero extremeño en las Cortes de Cádiz”, Ibid. Truji-
llo, Asociación Cultural Coloquios Históricos de Extremadura, 2008, 255-272.
13  La conmemoración del segundo centenario de la muerte del obispo Álvarez de Castro en 
2009 dejó su principal rastro historiográfico en la edición del volumen colectivo M. lázaro	Pulido 
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I. DE MOHEDAS DE LA JARA A CORIA. TRAYECTORIA DE UN HOM-
BRE DE IGLESIA
No cabe duda de que la actitud de Álvarez de Castro en aquellos años se 
correspondió con la que cabría esperar de un miembro de la curia eclesiás-
tica, sensible a las circunstancias de su tiempo y comprometido con la causa 
del Estado. Sin embargo, más allá de sus inflamadas manifestaciones contra 
la invasión napoleónica y del dramático episodio de su muerte, en su gestión 
como clérigo, como obispo y como representante de la Iglesia, Juan Álvarez 
de Castro desarrolló una tarea organizativa, reivindicativa y gestora que apenas 
se deja entrever bajo el resplandor del héroe patrio y el mártir, simplificándose 
cuando menos la labor de un personaje complejo y muy rico en matices.
La trayectoria vital del obispo cauriense comienza en su pueblo natal, 
Mohedas de la Jara, habitado por 160 vecinos a mediados del siglo XVIII14, 
uno de los muchos lugares del mediodía castellano que había conocido sin 
duda tiempos mejores y que parecía vivir una crisis sin tregua desde mediados 
del siglo XVII. Mohedas de la Jara formaba parte del vastísimo territorio de la 
antigua provincia de Toledo y era uno más de los términos que poseía la villa 
de Talavera, cabecera de una de las comunidades de villa y tierra más exten-
sas de Castilla, con amplios dominios sobre las dehesas y tierras incultas de 
jara y matorral –los aguijales– que poblaban los Montes de Toledo, un amplio 
territorio, en definitiva, en el que confluían no siempre pacíficamente intereses 
ganaderos del concejo de Talavera, de la comunidad de jerónimos de Guada-
lupe y del poderoso y omnipresente arzobispado de Toledo. Como pueblo de 
señorío, pechaba al Infante Cardenal la mayor parte de sus diezmos, tributo 
que no debía ser escaso a tenor de la porción del terrazgo –cerca del 80%- que 
estaba destinado a la siembra de los tres cereales básicos15, al cultivo de viñas 
y al plantío de olivares. Completaba su escasa actividad productiva la cabaña 
ganadera estante, que no es la menor de la comarca16. Junto con la agricultura 
extensiva, estas labores completan el eje central de la economía local, ya que 
cuenta con una presencia testimonial del resto de las actividades económicas 
– J. moreno	ramos	(eds.), Mons. Juan Álvarez de Castro y Muñoz. Obispo de Coria (1790-1809), 
Cáceres, Instituto Teológico de Cáceres, 2010. 
14  Vid. Para los datos demográficos de principios del siglo XIX, L. HiGueruela	del	Pino, La 
Diócesis, o. c., apéndice estadístico.
15  Relacionados con la transformación de estos productos encontramos a los molineros Sebas-
tián de Castro y Manuel Sánchez de la Jara, familiares posiblemente de los Álvarez de Castro. (arCHi-
vo	General	de	simanCas,	Dirección general de Rentas, Catastro de Ensenada, L. 618. Mohedas, ff. 
711 y ss.)
16  Abundante y generosa en beneficios, destaca en su entorno por las más de 5.000 cabezas de 
ganado lanar que pastan en las dehesas locales.
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productivas, hecho que es del todo usual en el reino de Castilla y en todo el 
mediodía de la España interior, sumida tradicionalmente en los ritmos y las 
cadencias del mundo rural.
De sus padres, Domingo Álvarez de Castro y Luisa Muñoz, poco sabemos. 
Se trata de uno de los labradores del lugar –el 76% de la población activa en 
1752–, quizás de los más prósperos si nos atenemos a las noticias indirectas 
que proporcionan las fuentes. Por lo demás, y dado que el pueblo contaba con 
maestro de primeras letras, es posible que Álvarez de Castro comenzase su for-
mación aquí mismo, en Mohedas, donde su familia gozaba de cierto prestigio 
social17, eventualidad que está en la base de su acceso a la carrera eclesiástica 
aunque posiblemente no en su promoción. 
Según el episcopologio cauriense de Miguel A. Ortí Belmonte18, que 
recoge por extenso el trabajo que tributa a Juan Álvarez de Castro el antiguo 
deán de Plasencia, Eugenio Escobar Prieto en el pequeño volumen dedicado 
a su memoria en 190819, tras doctorarse en teología y cánones en el seminario 
de Toledo y posiblemente en la Universidad de Alcalá20, el primer escalón de 
su carrera eclesiástica lo subió como cura propio de la parroquia de Nuestra 
Señora de Guadalupe en Piedraescrita y su anejo eclesiástico, Navaltoril, otra 
pequeña aldea comarcana con una ermita como parroquia hasta el siglo XIX, 
pedanía actualmente de Robledo del Mazo y antes integrada en el concejo de 
Sevilleja de la Jara, cerca de su pueblo natal, cuando contaba ya 27 años21. 
Parece ser que aquella aldea, de tan sólo diez vecinos, fue el destino de Álvarez 
de Castro durante casi una década. A la parroquia de Azután, que fue su destino 
posterior, promocionó en 1761, un dato que no encontramos recogido en el 
episcopologio cauriense22. De su época como párroco en la comarca toledana 
17  Uno de los informantes de las averiguaciones para la confección del Catastro de Ensenada 
fue Patricio Álvarez de Castro (Catastro del Marqués de la Ensenada, Mohedas, f. 719), familiar de 
nuestro protagonista, lo cual indica que se trata de una persona cuya veracidad no se pone en duda, 
cuando no una posición como capitular en el Concejo. Esto sugiere una posición de cierto privilegio en 
la comunidad de origen como cabía esperar dada su trayectoria posterior.
18  M. ortí	belmonte, Episcopologio cauriense, Cáceres, Diputación Provincial, Servicios 
Culturales, 1958, 154-161.
19  E. esCobar	Prieto, “El obispo, cabildo y municipio de Coria en la Guerra de la Independen-
cia” en F. J. FoGués (ed.), Homenaje, o. c., 31-49. 
20  La información es de nuevo del historiador Cuenca Toribio (Sociología del episcopado espa-
ñol e hispanoamericano (1789-1985). Madrid, Ediciones Pegaso, 1986).
21  Ángel Fernández Collado no confirma este dato concreto pero suscribe a pie de página el co-
mentario de su expediente como candidato a la Mitra Cauriense (arCHivo	seCreto	vatiCano, Fondo 
Consistorial, PC, vol. 192, f. 134v) sobre su formación en cánones. A. Fernández	Collado, Obispos 
de la provincia de Toledo (1500-2000), Estudio teológico de San Ildefonso, Toledo, 2000, 153.
22  Siguiendo a Escobar Prieto, Ortí Belmonte sitúa su llegada a la Corte en 1761 (M. ortí	
belmonte, Episcopologio. o. c. 154). A. Fernández	Collado Obispos, o. c.; A. orive (“Juan Álvarez 
de Castro”, Diccionario de Historia Eclesiástica de España, Madrid, CSIC, I, 1972, 55), V. Guitarte 
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poco más sabemos aparte de la sucesión de destinos que siguió a lo largo de 
su carrera, pero es previsible que en estos años acumulase la experiencia y los 
méritos suficientes para dar el salto a la Corte. Fue entonces también cuando 
conectó con las personas que van a acompañarle el resto de su vida. Sus cola-
boradores más estrechos en Coria durante los años de su gobierno en la diócesis 
extremeña procedían todos ellos de parroquias dependientes del mismo arci-
prestazgo, comarcanos en su mayoría, algunos emigrados a tierras cacereñas 
más tarde, de manera que aquellos años alcanzan una significación ciertamente 
relevante a la hora de interpretar desde un número mayor de puntos de vista 
esta figura de la historia diocesana y española.
Es muy probable que su estancia en Madrid fuese la plataforma que final-
mente sirviera para consagrarle obispo de Coria en 1790. Según la hipótesis de 
Higueruela, nuestro obispo es casi sexagenario cuando comienza su carrera en 
la corte, quizás al amparo del Arzobispo Fco. Antonio de Lorenzana, pragmá-
tico y regalista moderado como él, acérrimo detractor de la Revolución fran-
cesa y posiblemente uno de los hombres más influyentes y cultos de su época. 
Es plausible además que su estancia en Madrid fuese más alargada de lo que 
sugiere Orive. Sin embargo y en todo caso, son años oscuros y nada sabemos de 
los contactos que Álvarez de Castro tejió en la Corte, muy poco de su actividad 
pastoral y sólo testimonios improbables de sus méritos como clérigo y perso-
naje público por falta de documentación directa sobre este asunto23.
Otro de los aspectos que continúan siendo un enigma es la explicación 
sobre las razones que movieron a Carlos IV y a los miembros de su Consejo a 
proponer al mohedano Álvarez de Castro a la Mitra de Coria. ¿Qué animó al 
Consejo a presentar el nombre de este sencillo párroco sexagenario? Según las 
fuentes bibliográficas, fueron su perspicacia, sus dotes de orador y la elegancia 
de su discurso las que le proporcionaron la fama necesaria para llamar la aten-
ción del gobierno de Godoy y decantar hacia él a la Santa Sede. 
Poco más se sabe de los años previos a su consagración y hemos de suponer que 
el párroco de los Santos Niños Justo y Pastor fue ganándose la admiración de 
sus influyentes feligreses a través de su labor cotidiana durante los nueve años 
que duró su estancia en la Corte.
En cuanto al contexto histórico y político en el que se desenvolvía la 
España de finales del Setecientos, la polémica regalista seguía de actualidad 
y estaba en la reflexión de los principales círculos intelectuales cercanos al 
Episcopologio Español (1700-1867), Instituto Español de Historia Eclesiástica, Roma, 1992) y más 
recientemente Jiménez	de	GreGorio (o. c.), sitúan Azután como paso intermedio, lo cual retrasa en una 
veintena de años su presencia definitiva en Madrid como párroco de los Santos Justo y Pastor.
23  Orive extendía esta apreciación a toda su labor parroquial. o. c. 55.
Intentos de reforma y política social de la diócesis cauriense…	 291
CAURIENSIA, Vol. VII, 2012 – 283-313, ISSN: 1886-4945
gobierno, en especial en la actividad política de Campomanes y en la del primer 
Olavide. En los años del nombramiento de Álvarez de Castro, la corriente rega-
lista ya había sido hábilmente utilizada por los gobiernos de Carlos III, cuya 
política fue seguida por Godoy en líneas generales posteriormente. Conocido 
es el hecho de que esta dirección de la política real le valió al príncipe de la 
Paz la enemistad del arzobispo Lorenzana, finalmente destinado a Roma, donde 
muere algunos años más tarde. Para muchos historiadores de la iglesia espa-
ñola, el siglo XVIII y los primeros años del siglo XIX fueron peculiares desde 
el punto de vista doctrinal y también desde la óptica de la Iglesia como institu-
ción, pues en estos años se presenciaron tanto una mutación de las relaciones 
entre ésta y los monarcas españoles, en especial en la elección de obispos y en 
la participación del fisco en los bienes de la iglesia nacional –a pesar de que 
los Habsburgo tuvieron un amplio margen de intervención en ambos aspectos-, 
como en el nacimiento en España de una religiosidad nueva, interiorizada y 
personal aunque de corte rigorista en lo moral, frente a una práctica que consi-
deraban antigua y caduca24.
II. JUAN XI, EPISCOPUS
En este contexto de desencuentros y renovación se formó el infatigable 
gestor en el que se convertirá Álvarez de Castro al frente de la iglesia cauriense. 
A su llegada al obispado25 en los calurosos primeros días de julio de 1790, tras 
una rápida evaluación de los principales problemas por los que atravesaba la 
diócesis, el nuevo obispo tomó las riendas del gobierno persuadido de que 
la mediación y la concordia entre poderes se convertirían con el tiempo en 
cometidos ineludibles para la cabeza del territorio eclesiástico cauriense26. Esta 
24  J. andrés-GalleGo, “El siglo XVIII y el tránsito al XIX, en Indias y en España”, en J. an-
drés-GalleGo (ed.), La historia de la Iglesia en España y el Mundo Hispano, Murcia, Ucam-Aedos, 
2001, 226.
25  arCHivo	CaPitular	de	Coria, Actas Capitulares, Caja 24, A., 1.
26  El 11 de diciembre de 1789 daba noticia al cabildo de la catedral de la presentación a la sede 
vacante y en un tono sencillo pedía ayuda y colaboración al Deán en las tareas de gobierno que le ven-
drían dadas. Su salida para Coria se dilató todavía un tiempo, puesto que debía consagrarse para tomar 
posesión de la sede. Hasta el 28 de mayo de 1790 no recibe el cabildo misiva de su nuevo obispo. Des-
pués de tomar posesión en Madrid (24 de Mayo), anuncia que saldrá para Mohedas, su pueblo natal, el 
31, donde permanecerá casi un mes. Allí dejará firmadas sus últimas voluntades y hecho testamento. 
El 3 de julio el cabildo recibe el aviso del obispo de que saldría de Oropesa el 30 de junio y “caminan-
do despacio a causa de los grandes calores” estimaba llegar a Galisteo el día 3, desde donde daría el 
último aviso antes de su llegada. El día 6 el obispo comunica su deseo de jurar los estatutos y realizar 
la entrada pública en Santa María, “según y como lo expresa la concordia”. El cabildo responde que 
podrá entrar el día 7 después de nona. Desde Galisteo le acompañaron el tesorero y el penitenciario. 
ACCo, Actas capitulares, 55, 1790 y Caja 24, A, 1. Cartas de Álvarez de Castro al Cabildo.
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pequeña ciudad altoextremeña simbolizaba como ninguna en la Provincia la 
superposición de poderes diversos y encontrados en el Antiguo Régimen preli-
beral –poder feudal, eclesiástico y concejil27. La figura del obispo era requerida 
con frecuencia como mediadora entre ellos, costumbre que con Álvarez de Cas-
tro se intensificó y convirtió en una constante dada la situación política y social 
por la que atravesaba el conjunto de Castilla durante el reinado de Carlos IV y 
los años posteriores a su abdicación.
Sin embargo, los tiempos previos a su llegada habían transcurrido con 
relativa calma, incluso con prosperidad. Juan Álvarez de Castro sucedió a Fran-
cisco Diego Martín Rodríguez, natural de Acebo, padre franciscano que había 
sido obispo de Ceuta durante casi veinte años y que había llegado a Coria el pri-
mer día de la primavera de 1785 después de haber ocupado importantes cargos 
en la orden seráfica. Falleció en agosto de 1789, vivió tiempos de bonanza en el 
conjunto del obispado, de relativa calma política y estabilidad social. A diferen-
cia de las décadas precedentes, el período de su mandato había transcurrido con 
evidentes frutos en todos los terrenos, lo cual era relativamente extraño en un 
territorio fronterizo y sujeto a largos períodos de inestabilidad, y a pesar de que 
la situación no había cambiado en lo esencial, la situación de la Mesa episcopal 
era, sin duda, la mejor de toda la centuria28. No obstante, en el contexto pro-
vincial, las rentas y la posición del obispado de Coria se situaban en un lugar 
mediano, por detrás del poderoso obispado de Plasencia, cuyas rentas duplica-
ban con creces el caudal de los diezmos caurienses, y sólo por encima del de 
Badajoz, el más extenso de los obispados extremeños aunque, paradójicamente, 
el obispado con rentas más modestas a causa del territorio santiaguista con el 
que debía convivir y del que no participaba económicamente29.
El obispado del que toma posesión Juan Álvarez de Castro se componía 
por entonces de siete arciprestazgos, el principal de los cuales era el encabe-
zado por la ciudad de Coria. No en vano reunía la mayor parte de los feligreses 
de la diócesis y era el más próspero económicamente, a mucha distancia de los 
27  Vid. al respecto nuestro libro La Guerra de la Independencia en Coria. Crisis y pervivencia 
del Antiguo Régimen, Badajoz, 2008.
28  arCHivo	HistóriCo	naCional, Consejos, leg. 16.988.
29  Vid. Al respecto los documentados trabajos de Maximiliano Barrio, que siguen siendo la 
base principal de cualquier acercamiento a este problema en el panorama historiográfico español. Otras 
contribuciones referidas a esta temática M. rodríGuez	CanCHo – M. A. melón	Jiménez – A. rodrí-
Guez	GraJera	– J. P. blanCo	CarrasCo, “Economía eclesiástica en Extremadura a finales del Antiguo 
Régimen. Una aproximación a las rentas de la diócesis de Plasencia”, en Obradoiro de Historia Mo-
derna, 13 (2004), 127-161. Vid. también, M. rodríGuez	CanCHo – J. P. blanCo	CarrasCo, “Clero y 
realidad social en la Extremadura del siglo XVIII”, en AA. VV., Homenaje a D. Antonio Domínguez 
Ortiz, vol. 3, Granada, Universidad de Granada, 2008, 733-750, éste último con una base documental 
específicamente cauriense.
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demás, hecho que se constata en la preservación que el cabildo hizo siempre de 
sus derechos en él, incluso a pesar de la opinión del obispo30. La sede se asienta 
en una pequeña comunidad que por entonces vive cierto despegue social y 
económico, en consonancia con el resto de la región. Son tiempos en los que 
se supera por primera vez con vocación de continuidad la grave situación bio-
lógica, económica y política que había sumido a la antigua provincia en una 
profunda crisis desde finales del siglo XVI31.
En esta población se concentraban buena parte de los capitales y dignida-
des presentes en la Alta Extremadura Occidental de la época. Allí se cruzaban 
jurisdicciones civiles y eclesiásticas, lo cual propiciaba una orientación admi-
nistrativa en su tejido social favorecida por el hecho de ser cabecera de uno de 
los marquesados del Duque de Alba –cuyo administración reportaba pingües 
beneficios–, cabeza de partido y capital de la jurisdicción civil y criminal. 
Poseer un lugar en el concejo o en el cabildo se convertía en el mejor modo de 
llegar a acumular atribuciones extraordinarias. Con el fin de velar por los inte-
reses familiares los grandes campesinos y ganaderos en pugna con la pequeña 
nobleza local, copaban las regidurías disponibles, asignándose los principales 
puestos de esta compleja estructura organizativa32. Frente a ellos, y en perma-
nente conflicto, el cabildo catedralicio, una de las instituciones que presiden la 
vida social y económica local, y que es, colectivamente, la entidad más pode-
rosa de la pequeña ciudad del Alagón. Ni el duque de Alba, ni el Obispo, ni 
las comunidades religiosas que se asientan en ella, todos ellos propietarios de 
extensas dehesas situadas en los terrenos colindantes a la ciudad, suponen una 
amenaza ante la presión del concejo y el cabildo, pues la administración de sus 
bienes y rentas están en manos de prominentes miembros de la ciudad –civiles 
y eclesiásticos– enriquecidos gracias al desempeño de estas actividades y en 
general se convierten en meros espectadores de este antagonismo. A esto debe-
mos sumar el hecho de que ninguno de los dos quería ver disminuido su poder 
social, manifestado tanto en las representaciones públicas en las que coincidían, 
como en las relaciones de dependencia que mantenían entre ambas institucio-
nes.
30  Vid. “Expediente sobre la retención de varios nombramientos para beneficios curados, por 
D. Juan Álvarez de Castro, Obispo de Coria”. biblioteCa	naCional. Manuscritos, 9578.
31  M. rodríGuez	CanCHo – J. P. blanCo	CarrasCo, “Clero y realidad…”, o. c.
32  Recientemente examinado en J. P. blanCo	CarrasCo, La Guerra de la Independencia en 
Coria, Badajoz, Caja Extremadura, 2008, 47 y ss.
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III. UNIDAD TERRITORIAL FRENTE A DIVERSIDAD JURISDICCIONAL
La continua disputa en la que se desenvolvía la convivencia social del 
cabildo y el concejo caurienses no hizo sino acrecentarse y complicarse en los 
años en los que el obispo Álvarez de Castro estuvo al frente de la diócesis y fue 
uno de los primeros problemas percibidos por el nuevo prelado. Dos ejemplos 
de este conflicto de poderes son las situaciones que se vivieron de forma perió-
dica, aparentemente poco importantes, pero que arrojan cierta luz en relación 
con este tema: la posición de las autoridades concejiles en algunas de las fechas 
más señaladas del calendario católico, y en la celebración de rogativas, ya fuera 
por las malas condiciones climatológicas, ya por otros asuntos.
En el primero de los casos, aunque era constante desde 1790, debe con-
tarse el ofrecimiento que el obispo remitió al concejo y al cabildo por vía de su 
tesorero en relación con el protocolo social que debía llevarse a cabo durante 
las festividades religiosas, “noticioso de que entre esta muy noble y muy leal 
ciudad y el venerable Cabildo de esta Santa Iglesia se hace ruidoso y reñido 
pleito sobre el modo y forma de tomar comunión, ramos y ceniza, y velas en 
los días de Jueves Santo, Purificación y demás respectivos días”33. Igual ofre-
cimiento se hizo al cabildo de la catedral, que obviamente aceptó la mediación 
con gusto. En realidad, el obispo es consciente de que “subsisten hartas diferen-
cias entre las dos comunidades, así en el modo y forma de tratarse entre sí como 
sobre el recibimiento y atenciones que deben guardarse y practicarse cuando 
concurren a la Santa Iglesia y funciones públicas…”34, y de los problemas que 
estos acontecimientos pueden alentar entre los fieles por tratarse de eventos no 
sólo públicos sino muy concurridos. Aunque la naturaleza de la cuestión no 
dejaba mucho margen de maniobra al prelado, ya que en las cuestiones que se 
ven afectadas tenía potestades muy limitadas, al concejo le parecía adecuado 
como mediador porque en el prelado convivía una dualidad orgánica –civil y 
eclesiástica– que le situaba políticamente en una posición intermedia. Además, 
los regidores confiaban personalmente en su papel mediador ya que el obispo 
estaba “deseoso de conciliar y poner en la paz y buena harmonía” entre ambas 
partes en litigio, como “cometido primero de su celo pastoral” y atendiendo a 
la tradición observada en la ciudad en casos parecidos35. De éxito dudoso, pese 
33  arCHivo	HistóriCo	ProvinCial	de	CáCeres, Coria, Actas, libro 12 (1795), 12.
34  Ib.
35  Una de las razones por las que el concejo aceptaba de muy buen grado la “paternal media-
ción” del obispo en sus desencuentros con el cabildo era muy básica y así se expresa en el acta que 
recoge este acuerdo el 5 de marzo de 1795: “por la bondad y el paternal amor de Su Ilustrísima tiene a 
bien ofrecer, y porque el Ayuntamiento le tributa las más afectuosas y rendidas gracias”
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a todo este papel fue continuamente solicitado al obispo hasta su marcha en 
1804, y aún después.
Otro ejemplo de la naturaleza diplomática del obispo lo encontramos en las 
disputas que se mantuvieron en numerosos lugares de la diócesis por la nega-
tiva de las autoridades eclesiásticas de plegarse a las exigencias de los diferen-
tes poderes civiles, casi siempre de índole meramente local, aunque no en todas 
las ocasiones de las que tenemos constancia. Como hemos sugerido más arriba, 
dado que la dependencia que los campesinos del pasado tenían respecto de la 
bondad del clima era dramática, una prevención recurrente consistía en progra-
mar rogativas públicas para lograr con ello el fin de una temporada adversa. 
Aunque la documentación en este terreno es muy extensa, baste con decir que 
en el caso de Coria y su tierra dichas circunstancias se agravaron críticamente a 
finales del invierno de 1795 y en 1803-1804, años en los que el exceso de lluvia 
estaba arruinando las sementeras de cereal y malogrando la cosecha de yerba 
de las dehesas, dos de los elementos básicos de la frágil economía local. Según 
dejan constancia las actas del concejo, sin la mediación divina la ruina sería 
segura. Sin embargo, al tratarse de una función religiosa, la decisión última 
sobre su celebración recaía en la autoridad eclesiástica competente, hecho que 
dejaba el asunto en las manos del cabildo en el caso de Coria y su arcipres-
tazgo. Si tenemos en cuenta el conflicto de prevalencia social que presidía las 
relaciones entre los representantes catedralicio y los regidores, las funciones 
públicas programadas exigían un protocolo que, bajo el parecer de la ciudad, 
escudada en la defensa del bien público, constituían una afrenta a su autoridad. 
Del mismo modo, los capitulares veían en estas peticiones, especialmente en 
los modos antes que en los fines perseguidos, una actitud soberbia y fuera de 
lugar frente a sus privilegios36. De hecho, en 1803 las rogativas fueron genera-
les en toda España y se organizaron de forma coordinada desde el gobierno a 
través de Reales órdenes, lo cual animaba las expectativas de la ciudad frente 
a la actitud recelosa de la catedral37. Sin embargo, a pesar de que se daban por 
36  Otro de los desacuerdos entre el cabildo y el concejo que necesitó la participación activa 
del prelado tiene que ver con las atribuciones religiosas que el cabildo vio conculcadas cuando, desde 
el siglo XVII, nombró a los Santos Fabián y Sebastián patronos de la ciudad, de acuerdo con el resto 
de las autoridades civiles y el entonces Obispo de Coria. En esta ocasión, el cabildo cuestionó este 
patronazgo y entabló un pleito con la ciudad que se alargó hasta 1808. La intercesión del obispo fue 
muy activa en este problema, como demuestran los autos conservados entre las actas del concejo de 
la ciudad, pero tras la publicación el 21 de octubre de 1802 del oficio que resolvía el patronato de los 
Santos mártires se limitó a transferir las decisiones del Consejo de Estado al cabildo, que sin embargo 
defendió su autoridad en este tema hasta mediados del siglo.
37  En los tiempos en los que la sede estuvo vacante las relaciones fueron mucho más tensas 
y acusaciones como estas eran moneda corriente. Aunque fuese fruto de cierta descordinación, posi-
blemente a causa de la lentitud del correo, un ejemplo lo encontramos a principios del otoño de 1790, 
durante el mes de septiembre, fechas en las que el obispo reclama al cabildo la celebración de rogativas 
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sentados desde ambos extremos la utilidad innegable de la medida, el cabildo 
exigía cierta formalidad en las peticiones, un riguroso respeto por su posición 
social y el seguimiento escrupuloso del protocolo. En todas las sesiones del 
otoño de ese año figuran entre los puntos del día el “maltrato” al que se sienten 
sometidos por las autoridades civiles, cuyos procedimientos entienden despro-
vistos de sentido38.
Una de las cuestiones que va a marcar el recorrido del gobierno de Álvarez 
de Castro será el pleito que el obispado mantenía con las ordenes religiosas 
albergadas en su territorio, en especial con la Orden de Alcántara –con los prio-
ratos de Alcántara, Valencia y Magacela adscritos espiritualmente a Coria–, que 
se había mostrado muy activa contra las pretensiones de los prelados caurienses 
de hacerse con la administración total y el disfrute de los diezmos que la orden 
recaudaba en su territorio. De forma permanente y constante, los sucesivos 
obispos que ocuparon la sede episcopal, desde Porras Atienza hasta Álvarez de 
Castro, habían pleiteado sin éxito por la adquisición de estos frutos, alegando 
numerosas disposiciones reales, argumentos extraídos de los sucesivos Conci-
lios, de la propia historia de la Orden y de diferentes bulas papales dictadas a 
favor de los obispos. Pese a ello, el problema había cristalizado ya en el reinado 
de Felipe IV y durante toda la etapa borbónica no va a sufrir modificaciones 
sustanciales39. Coherente con su forma de actuar, Álvarez de Castro editó a 
costa del obispado una memoria muy documentada en la que se recogen todas 
las alegaciones que habían sido esgrimidas en un pleito que duraba ya siglos 
para que fueran utilizadas de forma conjunta en los litigios que se seguían por 
entonces relativos al mismo problema40.
por la ausencia de lluvias. Aunque la comunicación con la catedral estaba determinada esta vez como 
cumplimiento de un mandato real, y era seguro que se celebrarían, el concejo aprovechó la ocasión 
para lamentarse ante el obispo del trato que recibían de los miembros del cabildo. El cabildo contestó 
que la rogativa ya se había realizado días antes, acomodada a su calendario, y que se había hecho por 
conocer de primera mano la disposición real que ordenaba funciones públicas en todo el reino. De esta 
forma el cabildo daba a entender que no acataría otras órdenes que las del monarca y que el papel me-
diador del obispo en este caso era, por ende, innecesario.
38  Conviene señalar que el culmen de este desencuentro se da en 1807, en los umbrales mismos 
de la Guerra.
39  La única digna de mención consistió en la obligación de pagar diezmos en la mesa del obis-
pado que los arrendadores de dehesas de la Orden de Alcántara dentro y fuera de los territorios diocesis 
nullius venían pagando en la mesa maestral. El problema de las excepciones en el pago de diezmos 
había dado lugar a continuos problemas en la diócesis. De hecho, algunos colonos y arrendadores de 
fincas en términos del arciprestazgo de Coria, y en pueblos de la orden de Alcántara (Moraleja, por 
ejemplo), estaban exentos de esta contribución hasta la aprobación de un breve (8/1/1796) por el que 
se anularon todas las excepciones en beneficio del prelado. La Real Cédula que lo confirma es de 21 
de junio.
40  Una copia del mismo puede leerse en biblioteCa	PúbliCa	de	CáCeres (BPC) Sig. R. 10290 
con el título “Satisfacción histórico-jurídica á la defensa, que por el pretendido derecho de la órden de 
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Que la orden de Alcántara fue causa de preocupación constante del 
gobierno de Álvarez de Castro lo sugiere también el hecho de que su principal 
deudo en el cabildo, Mateo Hernández Jara, que había sido atraído al obispado 
por el prelado inmediatamente después de su llegada, fuese nombrado arci-
preste de Valencia de Alcántara antes de ser tesorero del cabildo, cargo que 
había ocupado anteriormente Sebastián Martín Carrasco, otro de sus allega-
dos. Todavía en 1803, tras la muerte de Juan Manuel Feliciano de Silva, prior 
de Magacela, se barajó la idea de convertir este priorato en obispado dada la 
dimensión de los pueblos sobre los que tenía jurisdicción y la lejanía de la sede 
episcopal, un proyecto de división episcopal que naturalmente fue protestado 
de forma tajante por parte del obispo de Coria dado que perjudicaba los inte-
reses que el prelado tenía sobre la administración de rentas en este territorio41. 
Este pleito animó finalmente a Álvarez de Castro a editar una recopilación de 
leyes en defensa de los intereses legítimos del obispado frente a la Orden, cir-
cunstancia que finalmente se desvaneció por la supresión, pocos años después, 
de las Ordenes militares en la primera andadura de las Cortes de Cádiz.
Así pues, la convivencia de territorios de órdenes en el obispado había sido 
origen de polémicas desde la instalación misma de la orden en el occidente de 
la diócesis. No menos importante resulta a los ojos del observador la polémica 
que surgió en la parroquia de Santiago poco tiempo después de la consagración 
del nuevo obispo por dos razones que parecían de escasa importancia en su 
origen. La primera de ellas nos remite a la decisión del obispo de instalarse 
de forma permanente en Coria, frente al palacio cacereño que había alojado 
tradicionalmente a los obispos caurienses desde Galarza, a finales del siglo XVI. 
Las circunstancias que lo propiciaron no eran de índole política, sino personal, 
pero esta explicación no satisfizo nunca a la poderosa clerecía cacereña ni a 
sus poderes civiles, que interpretaron esta decisión de forma inequívocamente 
hostil. La segunda tiene que ver con otro problema de preeminencia social, en el 
que en esta ocasión el protagonista fue el mismo prelado.
Santiago Gaspar en el pequeño texto “La religión en la Guerra de la 
Independencia y el obispo Álvarez de Castro” inserto en el homenaje de 1908 
(128-139), después de señalar la religión como fuente de unidad política pone 
su objetivo (pp. 135 a la 137) en un problema que mantuvo al obispo en una 
Alcántara publicó Don Alonso de Valencia y Bravo… para que sirviese en los pleitos pendientes en la 
Real Junta Apostólica con el… Obispo, y Cabildo de la Santa Iglesia Catedral de Coria ó Demostración 
del indisputable derecho de la Dignidad Episcopal al egercicio [sic] libre de la omnímoda jurisdicción 
en todos los pueblos del territorio español de la referida Orden / escrita por Antonio Zancudo y Barrado 
; por mandado del señor Juan Josef García Álvaro ; y publicada por Juan Álvarez de Castro, dignísimo 
Obispo de dicho Obispado” 
41  BN, MSS/9578
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situación difícil en sus relaciones con la nobleza local cacereña. Relata el autor 
la oposición que el obispo elevó en sucesivas cartas contra el “pretendido dere-
cho de los duques de Abrantes de no permitir la visita de la Capilla Mayor de 
Santiago” (en Cáceres), y la consecuente negación de honores y privilegios a 
estos mismos patricios cacereños en la celebración de los oficios, como era cos-
tumbre, dado el rango que ocupaban en la estructura social de la villa. Con evi-
dentes recursos legales a su alcance para garantizarse el éxito en un pleito que 
no se hubiese dado seguramente en otras circunstancias –bastaba una simple 
visita pastoral para regular este hecho-, el argumentario del experto canonista 
se centraba sin embargo en el lugar que los fieles deben ocupar en los oficios, 
siempre y de forma evidente bajo la autoridad eclesiástica, hecho que podía 
verse desdibujado al ocupar estos nobles una posición privilegiada en ellos.
IV. EL OBISPO Y LA CURIA. INTENTOS DE REFORMA DISCIPLINAR 
Y EDUCATIVA
Este problema, el de la autoridad como principio rector de la sociedad, 
suscitado en la mente del prelado quizás por las continuas desavenencias man-
tenidas en Coria entre el concejo y el cabildo, le había hecho tomar decisiones 
en esta dirección que afectaban tanto al gobierno civil como al gobierno ecle-
siástico de la diócesis. Una de sus medidas más taxativas en lo relacionado con 
el orden que debía seguirse para evitar escándalos y malos ejemplos ante los 
fieles, fue poner orden en el comportamiento que los clérigos mantenían en 
público, en especial durante los oficios, fruto de escándalos públicos por moti-
vos de preeminencia o protocolo. El obispo lo solventó firmemente, a través de 
una orden que preveía en la diócesis que en todos los casos en los que hubiese 
congregación de clérigos en una iglesia, procesión, etcétera, se sometieran a 
la autoridad del párroco o quien presidiera el acto, con la advertencia de ser 
castigados si no lo hacían, y que así mismo mostrasen sus licencias si fuesen 
requeridos para hacerlo42. 
Los problemas suscitados por el ejercicio de la autoridad episcopal frente 
a las diferentes instancias eclesiásticas y civiles presentes en el obispado fue-
ron aún más frecuentes tras la decisión de abandonar la residencia cauriense y 
trasladarse a la villa de Hoyos, en la Sierra de Gata, donde una de sus sobrinas 
residía. Su estado de salud lo requería, pero esta decisión motivó grandes des-
avenencias entre el prelado y el cabildo.
42  arCHivo	HistóriCo	dioCesano	de	Coria-CáCeres	(AHDCC), Parroquiales, Coria, Santa 
María, libro 24. órdenes y visitas. La fecha, 26 de enero de 1795, coincide con uno de los períodos más 
conflictivos de las relaciones con el cabildo.
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Tanto el Episcopologio como otros biógrafos señalan el agravamiento de 
su enfermedad tras la grave crisis del otoño de 1803 y la muerte de un sobrino 
–Antonio Martín Montero– con el que el prelado tenía especial conexión, como 
los detonantes de esta decisión. En la documentación conservada, el obispo atri-
buye a sus muchos años y a su salud, que estaba irremediablemente quebrada, 
el abandono activo de sus atribuciones en beneficio de un gobernador, figura 
que era utilizada exclusivamente en casos de extrema urgencia o enfermedad, 
y durante los prolongados períodos de vacancia que podían darse entre una 
consagración y la siguiente, pero la persona en la que recayó este cargo no fue 
bien vista desde el comienzo mismo de su mandato, sin que hubiese al menos 
reconocimiento oficial, cuestión que no se aclaró hasta abril de 180643. Se tra-
taba de Sebastián Martín Carrasco, por entonces arcediano de Valencia y antes 
tesorero del cabildo. A pesar de ser natural de Torre de Santa María, uno de los 
lugares de la villa de Montánchez, su padre al menos procedía de la comarca 
de la Jara, posiblemente uno de los muchos ganaderos que acabó por asentarse 
en los pastos de invierno y de ahí la proximidad con Álvarez de Castro. Junto a 
su hermano, Agustín Carrasco, había hecho carrera en la diócesis al amparo del 
obispo, que no dudó en beneficiar en lo que pudo a sus más allegados colabo-
radores, promoviendo su ascenso y apoyándose en ellos para realizar –siempre 
con mucha dificultad– las reformas que el gobierno de la diócesis necesitaban 
imperiosamente a dos siglos de la publicación de las sinodales y la finalización 
del Concilio de Trento. En compañía de Mateo Fernández Jara, procedente 
como el obispo de Mohedas, y de Antonio Martín Montero44, su sobrino, mano 
derecha del obispo en sus primeros años de gobierno y estrecho colaborador 
hasta el día de su muerte, nativo también de la comarca de origen de Álvarez de 
Castro, el obispo tuvo que enfrentarse con frecuencia a la oposición de toda la 
jerarquía eclesiástica cauriense.
De todos los frentes en los que la oposición del cabildo se hizo patente, dos 
van a ser los problemas en los que el obispo se mostró más activo. En el plano 
organizativo y de administración del obispado, las desavenencias surgieron 
inmediatamente después de su llegada, pequeños problemas que no obstante 
condujeron a Álvarez de Castro al convencimiento de la necesidad de reforma 
de las relaciones entre el prelado y el cabildo catedralicio, una reforma que era 
imprescindible en sus últimos años de gobierno a causa de su avanzada edad 
43  El nombramiento se concedió por el Rey el 4 de enero y se publicó el 29 de enero de 1806. 
Hasta entonces sus funciones eran limitadas, como se demuestra por el hecho de ser un mero interme-
diario entre Agustín Carrasco, secretario del obispo en Hoyos, y el resto de las autoridades civiles y 
eclesiásticas de la diócesis.
44  El nombre completo del canónigo aclara este extremo: Antonio Martín Montero Álvarez de 
Castro.
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y su retiro a Hoyos. En otro terreno, aunque de forma conexa, se encontraba 
la renovación de la formación –con la construcción de un nuevo seminario- y 
el no menos importante asunto del acceso a la carrera eclesiástica, ámbito que 
incluye una reformulación de la moralidad del clero diocesano más acorde con 
los tiempos y la defensa a ultranza de la tradición y el principio de autoridad 
como referencia última que debe primar la actuación de la clerecía en toda la 
diócesis.
La mayor parte de las dificultades que encontró Álvarez de Castro en su 
política de reformas internas remiten nuevamente al problema de la autoridad 
de la dignidad episcopal y a la capacidad de ésta de intervenir en la estructura 
eclesiástica, un asunto recurrente si se observa con algún detalle el gobierno 
de los prelados caurienses a lo largo del Antiguo Régimen. Poco después de 
llegar a Coria y decidido a conocer de primera mano los asuntos que afectaban 
al obispado, Álvarez de Castro se vio en la necesidad de mediar ante el cabildo 
para solucionar un problema de orden relacionado con el despido irregular 
del mayordomo de la catedral45. Se trataba de un cargo electo, mantenido por 
las rentas propias del obispo, aunque bajo la autoridad directa del cabildo, 
que administraba la fábrica de la iglesia en toda su extensión. El obispo, sin 
embargo, tenía el privilegio de mediar en caso de conflicto, tal como le fue 
requerido por el mayordomo en los últimos días de septiembre de 1790, ya que 
la dependencia del cabildo era meramente formal en el caso de la mayoría de 
los empleados de la catedral.
Los pormenores de este conflicto son poco relevantes, pero podemos pen-
sar que sirvieron al nuevo obispo para calibrar los pesos que los diferentes gru-
pos y facciones tenían en el influyente cabildo coriano. No en vano, se trataba 
de la institución más importante de la diócesis, económicamente más poderosa 
que el propio obispo, defensora de sus privilegios y estrechamente corporativa 
cuando se trataba de preservar su poder frente a poderes antagonistas, ya fueran 
civiles –como se ha demostrado en el caso de sus conflictos con la ciudad–, ya 
fueran eclesiásticos, como era el caso del prelado, cuya limitada influencia se 
veía además coartada por los estatutos capitulares, redactados como es sabido 
dos siglos y medio antes.
El proceso de reforma no comenzó inmediatamente. A pesar de que los 
problemas de funcionamiento interno entorpecían considerablemente la labor 
del obispo en los campos que el cabildo consideraba propios –como el nombra-
miento de cargos y la adjudicación de empleos, por ejemplo-, Álvarez de Cas-
45  5 de octubre de 1790. El problema se resolvió el 8 a favor del deán, que era quien había pro-
puesto el despido argumentando falta de disciplina y desacato al reglamento del cabildo. ACCo. Actas 
capitulares, 55. 1790.
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tro contrarrestaba esta situación con la atracción hacia su causa de una serie de 
capitulares con el fin de conseguir un número de votos suficientes. En general, 
sin embargo, “cuantos pasos da el obispo, y cuantas acciones ejecuta dentro de 
su iglesia se han decidido por compromisos o sentencias”46. 
Cronológicamente, los desacuerdos alcanzaron su mayores cotas de tensión 
entre 1804 y 1808. Antes del inicio del proyecto de reforma en estas fechas se 
habían dado una serie de desencuentros entre el cabildo y el obispo Álvarez de 
Castro que no entrañan, a la vista de lo ocurrido en gobiernos anteriores, nove-
dad alguna. En la mayoría de los casos se trataba de la no aceptación por parte 
del cabildo de la mediación o intervención del obispo en determinados asuntos 
–como la administración y el gobierno de la catedral, por ejemplo, que no 
permitía siquiera ser visitada por el obispo más que en los aspectos parroquia-
les de la misma–, preservando en lo posible su autoridad frente a la autoridad 
episcopal, con frecuencia contrapuesta a sus intereses. En el encabezamiento 
del informe para la reforma de los Estatutos de la catedral de Coria de 1807 se 
deja constancia de las dificultades que los prelados debían sortear precisamente 
a causa del poder de los “cuerpos y comunidades catedrales (…) tales que en 
los tiempos de oscuridad nadie se atrevía [a] respirar contra su influencia 47“. 
Un poder que hacía de dichas comunidades organizaciones “orgullosas”, muy 
conscientes de su fuero.
Aunque el detonante último fue la elección de gobernador en el arcediano 
de Valencia de Alcántara, Sebastián Martín Carrasco, y la pretensión de aumen-
tar sus rentas por esta causa, en Coria el proceso de renovación estatutaria tenía 
a simple vista la apariencia de una reforma orgánica, es decir, necesaria para 
el buen funcionamiento del cabildo, pero en su desarrollo se observa que los 
principales puntos de fricción son precisamente aquellos que se dirigen a dotar 
al obispo y al deán de mayor poder frente a la catedral48. El obispo alegaba en el 
amplio informe remitido el 7 de enero de 1807 que la única manera de remediar 
los escandalosos disturbios que con frecuencia ocurrían en su cabildo era refor-
mar el reglamento, en especial los artículos relativos al gobierno y a la adminis-
tración de bienes y rentas, y la formación de unos estatutos catedralicios nuevos.
Era necesario pues en primer lugar limitar el poder del cabildo en las deci-
siones que afectaban al conjunto de la diócesis, en especial al prelado, tal como 
experimentaba de forma creciente el obispo desde su retiro, pues eran “bien 
públicos y notorios los ruidosos pleitos que han sufrido mis predecesores para 
46  Lo sustancial del caso en arCiHvo	HistóriCo	naCional (AHN), Consejos, leg. 15.791, 
exps. 7.1 y 7.2. Esta cita, f.2.r
47  Ib.
48  Ib.
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hacer valer su autoridad”49. Situación que según la descripción de Juan Álvarez 
de Castro, había alcanzado en los últimos años –desde su retiro a Hoyos– un 
estado de crispación especialmente grave50. Esta cita aclara de inmediato el 
parecer del obispo:
“En los cabildos, señor, o salas de convocación se olvidan todos los respetos, se 
falla como en el tribunal más autorizado, se disputa con el calor más ardiente, 
y se gasta el tiempo con notorio perjuicio del culto divino, de las conciencias 
y de los fieles. Los ministros, criados y sirvientes de la Iglesia sufren allí las 
más negras descargas, después de no tener el cabildo título alguno legal para 
proveer estas plazas, sino el tácito consentimiento y aquiescencia de los prela-
dos, únicos patronos de la fábrica e iglesia, de cuyo haber se dotan y pagan, los 
admite a su plácito, los despide del mismo modo, los minora o aumenta la renta 
y obligaciones a voluntad de parciales sentimientos e influencias de los mismos 
individuos capitulares … De estos hechos hay tantos y tan repetidos ejemplares 
que de treinta años a esta parte no ha llenado el cabildo sus cartapacios de otras 
producciones que de la admisión, despido, aumento y disminución de rentas y 
obligaciones de los sirvientes de Iglesia y otras cosas tanto o más impertinentes 
y despreciables, originándose de todo ello contiendas, discordias, escándalos y 
cuanto malo puede discurrirse.51”
Un asunto menor si se quiere, a pesar de ser un inconveniente grave para 
la dignidad del culto por cuanto provocaba la “salida” de los sirvientes mejor 
dotados –músicos, por ejemplo–, pero dejaba al obispo frente al verdadero 
problema que atenazaba al cabildo: la insubordinación de algunos capitulares 
frente a la autoridad del deán, por entonces Juan Romualdo Moreno, cuya 
trayectoria anterior había estado siempre cercana a la política del prelado, a 
pesar de que por lo común se encontraba en minoría de votos frente a la fac-
ción encabezada por el chantre, el penitenciario y otros capitulares partidarios 
de sus posiciones. Buen ejemplo de la división que reinaba en el cabildo será 
la disputa provocada en febrero de 1806 por la negativa del canónigo lectoral, 
Calixto Martín Caballero, a cumplir con sus deberes de presidencia del coro 
en su turno, ocupado en “contadurías” y negocios impropios de su cargo52. 
Apoyado en una facción del cabildo que le era propicia, su actitud fue puesta 
49  Ib.
50  No era el primer caso. Algunos precedentes notorios ya se habían dado en el mismo siglo. 
Vicente Cebrián, un reformista activo y convencido de la necesidad de recortar el poder del cabildo, 
pleiteó con éste durante la práctica totalidad de su mandato por el privilegio del cabildo de no ser visi-
tado por el prelado, problema –el de la autoridad episcopal- que subyace en lo esencial de la reforma 
de Álvarez de Castro.
51  Ib., f.2v. 3r.
52  Esencialmente docente, el lectoral no estaba excusado de presidir el cabildo, tal como ocu-
rría con otras dignidades estatutariamente.
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en conocimiento del obispo “por las perniciosas consecuencias de una impune 
prepotencia y predominio”53, reclamando su intervención en el caso a través de 
“un veedor” que garantizase la asistencia “del Maestro” a sus deberes estatu-
tarios. Esta situación fue transmitida al obispo por el deán con esta elocuente 
valoración de la situación:
“La causa de esta y de otras muchas contenciones y discordias entre los capitula-
res proviene de la excesiva antigüedad de los Estatutos, que apenas hay uno que 
se observe según está escrito; el demasiado número de cabildos ordinarios y ex-
traordinarios influye también poderosamente; y sobre todo el abuso y corruptela 
intolerable de tenerlos mientras el coro y misa mayor contra toda buena razón54”
Como se comprueba por la misma documentación, el detonante que sub-
yace en la mayoría de las disputas resulta ser la aparente falta de autoridad del 
obispo frente a las actuaciones del cabildo. Así se demuestra también en la 
promoción que se hizo de Agustín Carrasco Jara a principios de la primavera 
de 1807 al puesto de maestrescuela de la catedral, hecho que levantó la protesta 
de una parte del capítulo y de alguno de los opositores al puesto, en especial de 
Joaquín Sánchez, cura vicario de Casas de Don Gómez, que aspiraba a ocupar 
el mismo cargo.
La oposición al proceso de reforma se basaba en razonamientos de tipo 
canónico, pero en su fondo latía una lucha de poder entre el obispo y sus fami-
liares contra el resto del cabildo, encabezados esta vez por el penitenciario, 
Alonso Gómez Valadés. En el auto que dirigió a la Cámara de Castilla contra la 
pretensión del prelado de renovar los estatutos, el penitenciario expresaba sus 
dudas sobre la necesidad de dicha reforma en estos elocuentes términos:
“que la Cámara es sabedora de que por el reverendo obispo de Coria, o por 
otros, bajo el respetable nombre de este virtuoso pero más que octogenario pre-
lado, se recurrió a la Real persona por la vía reservada de Gracia y Justicia en 
el año precedente (1806), a efecto de obtener la soberana aprobación de cierto 
reglamento o nuevos estatutos […] no tubo el cabildo otra parte que la de la 
sorpresa consiguiente a la primera noticia casual que le llegó de esta intentada 
novedad…”55
Obviamente, la oposición a la reforma de los estatutos consideraba al 
anciano obispo en manos de sus familiares. 
53  Ib., f. 17v.
54  Ib., f.23r.
55  AHN, Consejos, 15791, exp. 7b. Especialmente elocuente son las palabras de Sánchez Oca-
ña, el chantre, extrañado de que un anciano que dirige el obispado a través de un gobernador a causa 
de su delicada salud se comprometa a llevar a cabo el examen y regulación de todo el estatuto, con más 
de 65 artículos.
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“El obispo de Coria formando los estatutos sin consentimiento de los capitulares 
ha introducido una novedad contraria a la disciplina eclesiástica, ha trastornado 
la costumbre que de tiempo inmemorial tenía dicho cabildo de intervenir en 
cualquiera estatuto que formase su prelado relativo a su dirección…” 
Esta sencilla oposición y el informe que el cabildo hizo llegar a la Cámara 
fueron suficientes para que el expediente fuese devuelto a Coria y el obispo se 
vio en la necesidad de consensuar la reforma, que, finalmente, no se llevó a 
cabo a pesar del apoyo de nueve capitulares56.
La resolución del Rey la recibió el obispo el 12 de febrero de 1808, a unos 
meses del inicio de la Guerra de la Independencia, con lo que cualquier intento 
de reforma posterior quedó supeditado a los nuevos y urgentes problemas que 
surgieron a partir de las sangrientas jornadas de principios de mayo y el adveni-
miento de la guerra pocas semanas después.
No fue su primer ni su último proyecto malogrado por la tozuda realidad 
tardofeudal de la Extremadura de finales del antiguo régimen. El espíritu de 
reformas internas que presidió buena parte del mandato de Álvarez de Castro se 
vio también frustrado con el proyecto de construcción de un nuevo seminario 
en Coria, que completaría la estructura formativa de la diócesis por sumarse al 
ya existente en Cáceres, una tarea que el nuevo obispo quiso acelerar en cuanto 
tomó posesión de su cargo. El 17 de julio de 1790, recién llegado a Coria, 
visitó la catedral en compañía del gobernador eclesiástico y el fiscal como era 
preceptivo. Ese mismo día el obispo comunicaba al cabildo la importancia de 
que se hiciera efectiva la fundación del seminario conciliar en la ciudad, pro-
metiendo todo su empeño para lograrlo, y asegurando que “contribuirá a ello 
con cuantos medios le sean facultativos”57. Obviamente, la medida necesitaba 
de unos recursos económicos con los que no se contaban a priori. En la inicia-
tiva recomendaba la formación de una comisión que se encargase de regular el 
presupuesto que iba a ser necesario para su definitiva conclusión, los caudales 
que unas y otras instancias podían aportar y el modo de acometer la obra a la 
mayor brevedad posible. En los cabildos sucesivos se hicieron patentes, sin 
embargo, las limitaciones económicas que una obra de esa magnitud implicaba. 
56  “De los nueve que se conforman con el reglamento –dice el fiscal- es muy digno de aten-
ción que son: uno el deán, cuya autoridad se engrandece y amplía en tanto grado en él, y otros dos el 
maestrescuela y arcediano comensales del obispo y por lo mismo demasiado sospechosos.” El resto 
son racioneros. El tesorero –Mateo Fernández- y Andrés García Cardeñosa se someten al dictamen 
de la Cámara, aunque consideran la reforma evidentemente tendenciosa e innecesaria. Opuestos evi-
dentemente a la reforma eran otros seis, entre los que destacan el voto del canónigo, Jacinto Sánchez 
de Ocaña, el penitenciario, Alonso Gómez Valadés –cuya argumentación fue decisiva para decantar el 
parecer del fiscal-, y el magistral, Benito Lobato. AHN, Consejos, leg. 5791.
57  ACCo. Actas capitulares, 55. 1790.
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La mesa capitular no podía hacer frente a ninguna exigencia económica y esto 
suscitó cierta polémica por cuanto el cabildo y el obispo, coincidentes ambos 
en la necesidad de fundar un nuevo seminario en la ciudad, no compartían ni 
los tempos ni la urgencia con los que al menos el obispo quería actuar. El día 23 
del mismo mes, el tesorero, que oficiaba como gobernador del obispo, hizo lo 
posible por aclarar el papel que debía seguir el cabildo según la interpretación 
del obispo, que se limitaría finalmente a informar y colaborar con la iniciativa, 
eludiendo ningún tipo de responsabilidad económica58.
Esta falta de apoyo económico resultó decisiva ante la negativa de la ciu-
dad y el marqués de Coria de proporcionar un edificio capaz de albergar una 
institución de esa importancia y envergadura. Cualquier construcción ex novo 
multiplicaría el presupuesto hasta hacerlo inaceptable, hecho que finalmente se 
impuso frente a los proyectos de la dignidad episcopal y le hicieron desistir sus 
intentos.
Sin embargo las mejoras formativas del clero diocesano no se vieron 
totalmente comprometidas por este intento fallido de ampliación de la red edu-
cativa. Uno de los problemas con los que se enfrentaba el seminario diocesano 
era la falta de reconocimiento de sus estudios fuera de su territorio, en especial 
en lo referido a las universidades, lo cual limitaba considerablemente el futuro 
de los seminaristas formados en él. Bajo el impulso de Álvarez de Castro esta 
situación pudo modificarse, validando los estudios cursados en Cáceres en 
cualquier otra universidad española, y obteniendo con ello para el seminario 
cacereño, por ende, un valor añadido que compensaba, en cierto modo, la falta 
de un nuevo seminario gestado bajo esos mismo parámetros en Coria. Estas 
medidas se completaron con la publicación de una serie de normas que inten-
taban regular el uso de las vestimentas talares, en coincidencia con su preocu-
pación inicial por regular el acceso a la carrera eclesiástica y la formalidad que 
debía presidir todos los actos públicos de la clerecía diocesana. No en vano, la 
primera orden que emana de la dirección y gobierno de Álvarez de Castro está 
relacionada con las formalidades que deben seguirse por quienes quieran optar 
a una congrua, para el ascenso al estado eclesiástico y sagradas órdenes, y para 
la admisión de patrimonios de los clérigos59. 
58  La mayoría de las actas capitulares de finales de 1790 y 1791 tienen entre sus puntos alguno 
relativo a la obra del seminario conciliar.
59  AHDCC, Parroquiales. Coria. Santa María. Lib. 24, f. 91 y ss. 3/6/1791. Su preocupación 
por la formalidad y el orden le impulsaron a tomar medidas disciplinarias continuamente. En 1794, por 
ejemplo, ante el desorden que se observa “incluso en los días de mayor solemnidad” en la asistencia 
al coro de los capitulares, ordena el obispo que en lo sucesivo asistan con precisión y como a “Iglesia 
propia a su asignación con sobrepelliz a las primeras y segundas vísperas de los días festivos de todo el 
año y a todas las misas conventuales de referidos días”. Ib. ff. 102 y ss.
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V. LOS LÍMITES DE LA POLÍTICA BENÉFICA
Una de las mayores preocupaciones de Juan Álvarez de Castro durante los 
años de su mandato fue la atención que el clero debía dispensar a sus fieles, en 
especial en la tareas relacionadas en torno a la beneficencia, aspecto íntima-
mente ligado a la Iglesia católica y que en estos años sufrirá continuas modifi-
caciones e intentos de reforma. De todas sus medidas, quizás las más relevantes 
sean el proyecto –inacabado– de reforma del sistema de asistencia y acogida de 
niños abandonados, que aparentemente absorbió buena parte de su trayectoria 
como prelado de la diócesis, y, de forma paralela, la instauración de las Juntas 
de Caridad, un proceso al amparo del reformismo de finales del siglo XVIII 
que concluirá con la instauración de un sistema de asistencia social renovado, 
preludio de las reformas liberales en este terreno, manifestado al menos por el 
nuevo protagonismo que los ayuntamientos cobraban en dichas Juntas.
Desde finales del siglo XVIII existía en España una especial sensibilidad 
ante el problema con el que se enfrentaban la red asistencial en su conjunto pero 
con una especial atención a la que se encargaba de la acogida, manutención y 
cuidado de los niños expósitos. A partir de 1790, el mismo año de la llegada a 
Coria de Álvarez de Castro, se comenzó a desarrollar un amplio programa de 
reformas dirigidas por el Consejo de Estado que perseguían en primer lugar 
atajar los escandalosos índices de mortalidad de estos niños en las Casas Cuna 
y Hospicios repartidos por todo el país. Para ello, el Consejo arbitró una serie 
de consultas a los obispados en las que se les pedía información sobre el estado 
de estos establecimientos en sus diócesis.
Cuando Álvarez de Castro recibió la orden del Consejo no saldó la cues-
tión con la respuesta inmediata en la que anunciaba que en el obispado no había 
ninguna institución encargada de acoger a las criaturas expuestas en la diócesis. 
El obispo encabezaría la construcción de una nueva casa de recogida en Cáce-
res, pero necesitaba tiempo. Es muy significativo de su carácter activo y refor-
mador que el recién llegado obispo de Coria añadiese a renglón seguido que 
“el corto tiempo que llevo de residencia en este obispado no es suficiente para 
asegurar si habrá o no necesidad de dichas casas –de expósitos-, sin embargo 
que me inclino a creer sea útil una a lo menos en la villa de Cáceres, por tener 
entendido ser dilatada su población…”. 
Esta sospecha y una determinación incansable dio inicio en diciembre de 
1790 a un expediente para la construcción de una casa cuna en Cáceres que 
sirviese de centro receptor principal de los expósitos del obispado. El drama 
de estos niños era descrito con pesar por cualquiera que conociese su situación, 
víctimas de una organización que apenas garantizaba la supervivencia de unos 
pocos, “pereciendo muchos por las dilatadas distancias a que son llevados, los 
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unos a Trujillo y más comúnmente a Plasencia, de donde tienen que volver para 
lactarse y criarse en las Urdes (sic.), pueblos del obispado de Coria”60.
Aunque las informaciones se requirieron durante la navidad de 1790, las 
respuestas se fueron dilatando en el tiempo. La villa de Cáceres respondió al 
llamamiento de su obispo con celeridad, manifestando una concordancia de 
pareceres visible. Era evidente que existían casas de particulares que con una 
pequeña reforma podían servir muy a propósito para la función a la que estaría 
destinada la institución y el sueldo de los empleados y la manutención de los 
niños podía sufragarse con una participación del tres por ciento en las rentas 
de propios de los pueblos, villas y ciudades del obispado. La aportación del 
monarca se centraba en la aplicación a esta fin de los beneficios del ramo de 
loterías, los expolios y vacantes de los obispos caurienses y los de cualquier 
fondo pío a discreción del propio monarca; así mismo se recomendaba que las 
cofradías y hermandades locales participasen en el sostenimiento de la Casa. 
Sin embargo, la lentitud de la administración retrasó el expediente por cuatro 
años y no fue retomado hasta abril de 1794, con escaso desarrollo por falta de 
financiación, lo cual dejó el problema irresuelto en el fondo, aunque garanti-
zaba cierto apoyo económico para el sostenimiento de los expósitos en tanto se 
solucionaba el problema de su destino final.
El asunto irresuelto de la situación de los niños expósitos en la diócesis 
generó en 1799 una nueva Orden real transmitida por Carlos IV al obispo de 
Coria por la que la décima parte del fondo beneficial pasaba a estar directa-
mente administrado por el obispo, medida que no se concretó hasta el 26 de 
Marzo de 1800. Desde entonces, aunque el compromiso para la construcción 
de un hospicio en Cáceres ya no contaba con el apoyo de la villa –carente de 
fondos para la erección o la compra de un edificio que la albergase–, el obispo 
recreció los fondos en la medida de sus posibilidades, a pesar de que desde el 
verano de 1808 el número de los que llegaban a las puertas de las parroquias 
no había hecho sino incrementarse, agravando con ello un problema ya agudo 
desde la crisis de 180361.
La situación era insostenible. En una comunicación a la Junta pacense en 
marzo de 1809 el obispo puso de relieve los esfuerzos económicos llevados a 
60  AHN, Consejos. Leg. 1755.
61  Una situación similar se vivió en las diócesis placentina y pacense, tal como puede compro-
barse en los estudios de I. testón - R. sánCHez - J. P. blanCo, “Mi padre y mi madre me abandonaron, 
pero el Señor me acogió. Expósitos y lactancia mercenaria en la Puebla de Guadalupe”, en M.A. soba-
ler	seCo – M. GarCía	Fernández	(eds.), Estudios en homenaje al profesor Teófanes Egido, T. III, Va-
lladolid, Universidad de Valladolid, Junta de Castilla-León, 2004; J. montero	omenat, La población 
de Mérida en la primera mitad del siglo XIX, Mérida, Ayuntamiento de Mérida, 1990.
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cabo –que finalmente agotaron sus rentas– y la imposibilidad de continuar man-
teniendo esta línea sin la ayuda de la Junta62.











Otro de los aspectos de la labor benéfica del obispo Álvarez de Castro lo 
encarna la instauración en toda la diócesis de Juntas de Caridad que centrali-
zasen la labor asistencial a los pobres y a los enfermos sin medios para valerse 
por sí mismos. En el caso de la de Coria y los territorios sujetos al marquesado, 
la iniciativa partió de la Duquesa de Alba, a instancias del Rey, secundada 
inmediatamente por el corregidor de la ciudad y alimentada por el apoyo que 
a esta medida ofreció desde su inicio el obispado, encabezado por el prelado. 
Naturalmente, el papel principal correspondía a este último pues el grueso de 
las limosnas que hasta entonces habían mantenido la caridad institucional en la 
ciudad procedía de sus rentas y de las de algunos otros miembros de la clere-
cía local63. Se trataba en cierta manera de regularizar una práctica que causaba 
desordenes y “vicios” entre la población, erradicar los malos usos que de la 
limosna indiscriminada se seguían y garantizar el auxilio a los verdaderos nece-
sitados, un discurso presente en el pensamiento social español clásico y que 
ahora cobraba actualidad al amparo de las reformas ilustradas64.
62  Tomo los datos de J. rinCón	Giménez. El clero Extremeño en la Guerra de la Independen-
cia, Badajoz, Imprenta del Noticiero Extremeño, 1911, 105. De los 117 niños y niñas expuestos en 
1807 fallecieron 65, algo más del 50%. 
63  El encargado de llevar a cabo la instauración de una Junta de Caridad municipal en Coria 
fue Andrés Wenceslao de la Viña, quien contaba con la amistad personal del obispo a juzgar por la 
documentación conservada hasta ahora. Los pormenores en AHPC, Coria, Leg. 17, Junta de Caridad.
64  Para ayudar a los pobres necesitados, se deja a la junta la capacidad de escalar las ayudas en 
función de cierto orden dictado por la Duquesa de Alba, a saber: “primero los enfermos que carezcan 
de todo auxilio; después los legítimamente imposibilitados o impedidos: las viudas desvalidas; los 
huérfanos de tierna edad sin parientes que los conozcan, los labradores y menestrales aplicados y de 
buena conducta, que por infortunios o por dilatadas familias vienen a la clase de pobres vergonzantes. 
Las personas en quienes no concurran estas o semejantes razones de piedad, no se me propondrán.” 
AHPC, Coria. Leg. 17.
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VI. HÉROE Y MÁRTIR
Al obispo la noticia de las revueltas de Madrid del 2 y 3 de mayo de 1808 
le llegaron el día 5. No cabía esperar una gran actividad en este anciano cansado 
y enfermo pero lo cierto es que la formación de las Juntas central y provincial, 
la escandalosa situación en la que se encontraba la monarquía y la voluntad de 
colaborar con la resistencia ante una invasión que ya era un hecho consumado, 
impelieron al octogenario pastor a tomar de nuevo las riendas del gobierno 
diocesano y a activar cuantas iniciativas fueran precisas para enfrentarse a la 
nueva situación. A un lado quedaron, de momento, las disputas con el cabildo, 
pues la figura del gobernador era innecesaria en la práctica y el problema de la 
autoridad episcopal se disolvió instantáneamente en la turbulenta excepciona-
lidad de aquellos días. En definitiva, cualquier otro problema languidecía ante 
la gravedad de la situación. Desde Hoyos, en comunicación constante con el 
cabildo, el obispo transmitió e hizo cumplir cuantas medidas llegaron a sus 
manos desde la Junta central y provincial, por excepcionales que pareciesen65, 
dando ejemplo constante de compromiso con la causa nacional y de fidelidad al 
orden establecido.
Dada la relevancia de su actividad, el obispo se concentró en ofrecer el 
máximo apoyo a las decisiones de la Junta central en tanto no comprometiesen 
su lealtad a la monarquía y al poder legítimamente constituido66. De hecho, el 
obispo giró a toda la diócesis para su cumplimiento el mandato de respetar la 
integridad de los franceses residentes en la diócesis, siguiendo con ello, sin 
disputa alguna de su autoridad, las indicaciones del gobierno de José Napoleón. 
De hecho, el obispo temía tanto a la llegada de los franceses como al desorden 
entre los españoles, y no escatimó esfuerzos en promover cuantas medidas 
estuvieron a su alcance para garantizar, al menos en los momentos iniciales de 
65  Todavía el 7 de mayo de 1808 el cabildo expresa la necesidad de oponerse a determinadas 
decisiones del obispo de esta forma: “y así mismo se acordó se contestase a su Illma. haciéndole pre-
sente los sentimientos que el cabildo tenía y tiene de que su Illma. no se halle en esta ciudad para poder 
tratar por medio de comisionados con su misma persona este y otros muchos asuntos en la forma que 
lo hacía cuando estaba fija su residencia en el Palacio de esta capital y lograba el cabildo el consuelo 
de oír las resoluciones de la misma boca de su prelado; y que por este medio nada equívoco quedasen 
todos satisfechos y terminados los asuntos con la mayor armonía, efecto todo de la notoria bondad de 
su ilustrísima y de los ardientes deseos del cabildo en sacrificarse por la conservación de la paz; pero 
que hallándose ausente y experimentado tan continuas repulsas en sus más meditadas representaciones, 
cuesta al cabildo dificultad creer sean todas producidas del carácter pacífico de S.I. y mucho más que 
cuantos sacrificios ha hecho el cabildo en perjuicio de sus derechos, se hayan convertido contra él, 
causa por que al presente se juzga ya precisado a usar de los derechos sancionados y reconocidos en 
la sentencia compromisaria, suspendiendo en esta parte la ejecución de sus mandatos…” ACCo, Actas 
capitulares. 1808. Se refiere a la voluntad del obispo de acudir a las peticiones de auxilios económico 
que están llegando de desde la Junta Central.
66  J. P. blanCo	CarrasCo, La Guerra, o. c. 91.
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la Guerra, la paz social en su diócesis. Su papel es crucial para entender la acti-
tud de resignación del clero cauriense frente a la abdicación de Carlos IV y el 
Príncipe de Asturias, sometimiento que trasladó inmediatamente después a las 
Juntas como representantes del poder real67.
Desde el principio la Junta Central fue consciente del importante papel que 
debía desempeñar la Iglesia en el desarrollo de la guerra. Era necesario que el 
clero en su conjunto apoyase sin fisuras la causa patriótica y para ello desde 
1808 y nuevamente desde la llegada de Napoleón a la Península en 1809 puso 
mucho énfasis en primar sobre cualquier otro aspecto el carácter religioso de la 
contienda que enfrentaba a la nación contra Francia, el sentido de cruzada que 
animaba la resistencia y la reconquista68. En las pastorales de junio y septiem-
bre de 1808 se hace patente esta dirección69. La guerra es una causa santa y los 
mediadores entre este sentimiento y el conjunto de los fieles son los párrocos, 
a la cabeza de los cuales está el obispo de la diócesis, cuya doble naturaleza –
hombre de Iglesia y de Estado- le sitúa en una posición idónea como transmisor 
de los principios políticos que deben hacerse prevalecer y que las autoridades 
civiles se encargaron de utilizar, ensalzar y revalorizar70.
La Junta Central puso especial interés en que la colaboración de los obis-
pos de las diócesis fronterizas fuese especialmente activa y quizás por esta 
razón se vigilaba su conducta con especial cuidado. Aparte de los informes que 
el obispo de Tuy dirigió a la Junta, en diciembre de 1809 el obispo de Ciudad 
Rodrigo pedía amparo a la Junta Central ante las insinuaciones de haber querido 
entregar la plaza durante el asedio de los franceses, reuniendo a los clérigos de 
67  Las más señaladas de las medidas que tuvo que trasladar y dar cumplimiento el obispo du-
rante 1808 hasta su muerte en agosto de 1809 fueron la puesta a disposición de la Junta de los bienes 
de la iglesia que no fueran indispensables para el culto (15/6/1808), hecho que motivó la oposición de 
una parte señalada del clero diocesano; la celebración de rogativas por el éxito de las armas nacionales 
(14/6/1808); el juramento de fidelidad (23/6/1808) que él mismo se encargaría de redactar y ordenar; 
rogativas por la victoria en Bailén y por la celebrada presidencia de Floridablanca de la Junta Central 
Gubernativa del Reino y finalmente, algunas medidas para que los clérigos no contribuyesen con parte 
de los diezmos para las necesidades de la guerra. Esta es la última, fechada en febrero. 
68  Vid. al respecto las páginas que dedica a este problema L. HiGueruela	del	Pino, La Iglesia 
en Castilla-La Mancha. La diócesis de Toledo en la Edad Contemporánea, Tomo I, 159-162. También 
M. revuelta	González, “La Iglesia española ante la crisis del Antiguo Régimen (1803-33)”, en V. 
CárCel	ortí, Historia de la Iglesia en España. La iglesia en la España contemporánea (1808-1975), 
vol. V, Madrid, BAC, 1974. 11 y ss., de quien tomo esta cita: “Una guerra concebida como cruzada y 
desarrollada en medio de un ferviente espíritu religioso tiene que nutrirse forzosamente de una ideolo-
gía espiritual”.
69  Estos dos documentos pueden consultarse, entre otros, en los fondos de la Diputación 
Provincial de Cáceres. ADPC, Pastorales del Ilustrísimo Señor D. Juan Álvarez de Castro, Obispo de 
Coria, sobre los asuntos del día : la primera dada en 30 de junio y la segunda en 20 de setiembre de este 
año. Madrid : [s.n.], 1808 (Imp. de la Hija de Ibarra). 
70  M. revuelta	González, “La Iglesia”, o. c., 8-14.
Intentos de reforma y política social de la diócesis cauriense…	 311
CAURIENSIA, Vol. VII, 2012 – 283-313, ISSN: 1886-4945
la ciudad para promover la rendición (acusaciones que la Junta no desmintió). 
El de León estuvo en entredicho y fue pedido al de Astorga un informe sobre 
su patriotismo en diciembre de 1809, acusado de afrancesado por un informe 
anterior. Sin duda, la colaboración y entrega del de Coria no suscitaron estos 
inconvenientes, pero las llamadas de atención que continuamente llegaban de la 
Junta Provincial de Badajoz por la actitud del cabildo fueron causa de no pocas 
intervenciones por parte del obispo.
Una de estas intervenciones tiene un alcance que remite a las desavenen-
cias que el prelado mantuvo con el cabildo a causa de las reformas que intentó 
introducir desde 1806 en el reglamento interno de la catedral o el desacuerdo 
de una parte de los capitulares en hacer recaer las funciones de gobernador en 
el arcediano de Valencia de Alcántara, de las que ya hemos dado cuenta, y que 
pusieron a la luz las diferentes facciones en las que el cabildo se dividía. El 9 
de junio de 1808 el tesorero Mateo Fernández Jara71 es destinado a Badajoz a 
petición de la Junta provincial con el aplauso de la mayoría de los capitulares. 
Una votación inmediata propuesta por el chantre Ocaña designaba al deán para 
completar la representación del cabildo en la recién creada junta de Badajoz, 
pero este se negó a asumir el “honor con que se le distinguía” alegando motivos 
de edad y salud, con la lógica aprobación del obispo. La tardanza en designar 
un representante más suscitó las protestas de la Junta pero la situación en Coria 
era harto delicada para el prelado dado que tanto el tesorero como el deán eran 
los únicos apoyos con los que el obispo contaba entre los capitulares. La ausen-
cia obligada del gobernador Sebastián Marín Carrasco y de su hermano Agustín 
Carrasco, el Maestrescuela, ambos trasladados a Hoyos para auxiliarle dado el 
agravamiento de su enfermedad y las necesidades urgentes que la guerra impo-
nía en todo momento, separaron definitivamente al obispo de su cabildo. La 
catedral estaba ahora indiscutiblemente en manos del chantre y sus partidarios, 
lo cual dificultaba sobre manera la toma de decisiones por parte del obispo en 
los últimos meses de su vida.
71  Su actuación en la Guerra de la Independencia y en los años posteriores merece un estudio 
en profundidad. De él sabemos que procede Navalmoralejo, en Toledo, de padre mohedano, y pariente 
en cierto grado del propio obispo. Su papel en la Junta Central hizo al marqués de la Romana y poste-
riormente al general Castaños remitir sendas cartas por las que se pedía al cabildo su consentimiento 
sobre la permanencia en Cádiz de Fernández Jara en calidad de tesorero. Una vez finalizada la guerra 
volvió a Coria y casi sin intermedio fue comisionado en Madrid para seguir algunos asuntos relativos 
al cabildo. Allí se dedicó a la política activamente y fue uno de los miembros más destacados de la opo-
sición absolutista durante el Trienio liberal, y contra el gobierno de Isabel II. Esta actitud, considerada 
como delito de traición en una sentencia de la Audiencia Provincial de Extremadura en 1835 le valió el 
destierro, apresado cuando se disponía a huir a Portugal junto a otros fernandistas. De nada le valieron 
sus permanentes recursos. Murió en Manila, en el convento de dominicos en donde permanecía reclui-
do, en febrero 1837.
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La presencia de tropas francesas en Coria y su continua amenaza desde la 
conquista de Ciudad Rodrigo empeoró la ya precaria situación personal en la 
que se encontraba Juan Álvarez de Castro. En Villanueva de la Sierra acogió 
al obispo de Tuy72 y pasó los últimos días de su vida despachando cuestiones 
menores con la ayuda de Agustín Carrasco, que actúa como secretario personal 
del obispo hasta su muerte.
El 9 de septiembre de 1809 Sebastián Martín Carrasco comunicó oficial-
mente a la Junta Central Gubernativa desde Valencia de Alcántara, en donde se 
hallaba refugiado, la muerte de Álvarez de Castro en un documento que relata 
pormenorizadamente los últimos momentos de su vida73. Desde comienzos del 
verano se encontraba el obispo postrado en la cama a causa de un “accidente 
epiléptico” que le acometió en junio a causa de las continuas escapadas a las 
que se vio sometido desde que la división de Lapisse bajase por el puerto de 
Perales camino de Alcántara y pusiese en peligro al prelado, en contra de las 
prescripciones del médico de Hoyos, que consideraba extremadamente peli-
grosas cualquier alteración en el régimen de alimentos y descanso del anciano.
Un conjunto de circunstancias adversas determinó que el obispo no pudiese 
ser puesto a salvo y decidió permanecer en Hoyos junto a tres familiares y algu-
nas mujeres, “con un solo criado, prevenidos de que si los enemigos penetrasen 
en aquel punto se les franquease cuanto había”, con el fin de preservar la vida 
del prelado. De hecho, esta actitud surtió sus efectos los días 26 y 27 de agosto, 
fechas en las que se presentó en Hoyos una avanzada que acabó por saquear 
la casa, la única abierta en el pueblo, robando cuanto encontraron, pero respe-
tando a cambio su vida. Sin embargo, la suerte no estuvo de su parte el día 29. 
Esa mañana los soldados golpearon a los familiares del obispo con sus bayo-
netas, quienes escaparon finalmente de un fusilamiento seguro gracias a que 
lograron esconderse y no ser encontrados. “Por último, ¡qué horror! sacaron de 
la cama a S.S.Y y le dispararon dos tiros de fusil, cometiendo con el cadáver 
mil inhumanidades”. También encontró la muerte un anciano, el hijo de éste, 
y otras cinco mujeres también refugiadas allí resultaron malheridas74. Culmina 
esta triste jornada un entierro sin honras fúnebres oficiado por el párroco de 
72  El obispo de Tuy cuenta que después de haber huido a través de Portugal se encaminó desde 
Coimbra a Hoyos el día 7 de abril y el día 9 salió de nuevo, esta vez a Valverde del Fresno “a causa 
de tener noticia que una división francesa bajaba por el puerto de Perales a pasar por Alcántara para 
reforzar el ejército del mariscal Victor, como se verificó. Después de haber pasado dicha división me 
volví a los Hoyos y pasé a esta villa de Villanueva de la Sierra, para mayor seguridad, en donde he per-
manecido y permaneceré hasta que el señor quiera que los enemigos de nuestra amada patria evacuen 
la Galicia y pueda volverme a mi Diócesis.” El día 22 de julio volvió a Tuy y el 31 la Junta recibía un 
oficio comunicando esta noticia (AHN, Estado, 27B).
73  AHN, Estado, 27, f. 125 y ss..
74  Ib.
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Hoyos del que fuera el último obispo cauriense durante el Antiguo Régimen, 
cuyos restos siguen hoy sin paradero conocido.
La noticia de la muerte del obispo y el estado de ruina y abatimiento en el 
que quedaron la sobrina de éste, María Montero Álvarez de Castro, y su fami-
lia, en cuya casa vivió los últimos años de su vida, llegaron a noticia de la Junta 
Central a mediados de septiembre. Como reacción primera, la Junta hizo saber 
al Mariscal Soult desde Sevilla que ajusticiaría a tres prisioneros franceses por 
cada vecino muerto en aquella jornada si no entregaba inmediatamente la par-
tida que acabó con la vida de Juan Álvarez de Castro, antes del 10 de octubre, 
hecho que finalmente no llegó a producirse. Por su parte, la sobrina del obispo, 
su marido y una hija de corta edad no recuperaron nunca su patrimonio y vivie-
ron el resto de sus días en la pobreza.
